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ILUSTRE CORTE DE APELACIONES DE TEMUCO 

 

FEDERICO ERNESTO AGUIRRE MADRID, profesor, Licenciado en Historia, Jefe de la Sede 

Regional de la Araucanía del Instituto Nacional de Derechos Humanos, cédula nacional de identidad N° 

11.185.330-4, domiciliado en calle Antonio Varas N° 989, Oficina N° 501, comuna y ciudad de Temuco, 

actuando en representación del INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS (INDH), RUT 

65.028.707-K, Corporación Autónoma de Derecho Público, representado por su Director don 

BRANISLAV LJUBOMIR MARELIC ROKOV, Licenciado en Ciencias Jurídicas y Sociales, cédula 

nacional de identidad N° 16.092.326-1, ambos con domicilio en calle Eliodoro Yáñez N° 832 de la 

comuna de Providencia, Región Metropolitana, según se acredita en un otrosí, a S.S. Iltma. 

respetuosamente digo:  

 

Que de conformidad a lo dispuesto en el artículo primero y siguientes de la Ley N° 20.405, que crea el 

Instituto Nacional de Derechos Humanos -INDH- y, en particular lo señalado en el artículo 2° inciso 

primero y artículo 3° número 5 de la referida ley, actuando en representación del Instituto Nacional de 

Derechos Humanos, vengo en interponer acción de amparo constitucional, en contra de don Miguel 

Angel Irribarra Saavedra, Teniente Coronel, Prefectura de Villarrica; por estimar que de conformidad a 

los hechos en los que se sustenta la presente acción de amparo, se vulneraron los derechos 

constitucionales de la libertad personal y seguridad individual, establecidos en el art. N° 19 N° 7 de la 

Constitución Política de la República, tutelado por la acción de amparo constitucional, consagrada en el 



 
 

artículo 21 de la Carta Política, de doña JUANA CALFUNAO PAILLALEF, Lonko mapuche de la 

comunidad Juan Paillalef, de don WAIKILAF CADIN CALFUNAO, y, de A. K. C. C., de 3 años de edad, 

nieto de Lonko Juana Calfunao Paillalef, todos domiciliados en la comunidad Juan Paillalef, Sector 

Curaco, Los Laureles, comuna de Cunco.   La acción constitucional que sigue se basa en los 

antecedentes de hecho y fundamentos de derecho que a continuación paso a exponer:  

 

I. LOS HECHOS 

 

I.1 Contexto en que se producen los hechos.   Amparados beneficiarios de Medida Cautelar de la 

Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 

 

El 26 de octubre de 2015, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos –en adelante 

Comisión IDH-, adoptó Medidas Cautelares a favor de la Lonko Juana Calfunao Paillalef y sus 

familiares.   El fundamento de dichas Medidas es que  los/as beneficiarios/as han debido enfrentar actos 

de violencia, amenazas y hostigamiento por parte de agentes del Estado, debido a la oposición que 

ellas han expresado en relación a las obras de construcción y reparación de un camino ubicado en el 

territorio donde residen. Tras analizar las alegaciones de hecho y de derecho presentadas por las 

partes, la Comisión IDH consideró que la información proporcionada, demuestra que la Lonko Juana 

Calfunao  Paillalef y los miembros de su familia, se encuentran en una situación en la que se expone su 

integridad personal y seguridad individual. Así las cosas, de acuerdo con los dispuesto en el artículo 25 

del Reglamento de la Comisión IDH, se solicita al Estado de Chile que, adopte las medidas necesarias 

para garantizar la vida e integridad personal de la Lonko Juana Calfunao Paillalef y los miembros de su 

familia; asimismo, se solicita al Estado que concierte con los/as beneficiarios/as y sus representantes, 

las medidas a adoptarse y que informe las acciones adoptadas a fin de investigar los presuntos hechos 

que dieron lugar a la adopción de la Medida Cautelar y así evitar su repetición.1 

Luego, el 23 de mayo de 2016, la CIDH amplió la Medida Cautelar 46/14, otorgada 

originalmente el 26 de octubre de 2015 a favor de la Lonko Juana Calfunao Paillalef y sus familiares. A 

través de la ampliación, la Comisión IDH solicitó la protección de la vida y la integridad personal de 

Jorge Ignacio Landero Calfunao, Carolina Maciel Landero Calfunao y Luis Calfunao Zavala, hijos y 

sobrinos de la Lonko Juana Calfunao Paillalef. La información aportada indica que estas personas se 

encuentran en una situación de riesgo, en vista que son objeto de amenazas, hostigamientos y actos de 

violencia, debido a que residen en el mismo territorio de la Lonko Juana Calfunao, y que se han 

involucrado en diferentes acciones de defensa del territorio que habitan.  Mediante la decisión de 

ampliar esta medida cautelar, la Comisión IDH solicitó al Estado que adopte las medidas necesarias 

para preservar la vida y la integridad de Jorge Ignacio Landero Calfunao, Carolina Maciel Landero 

Calfunao y Luis Calfunao Zavala; que concierte las medidas a adoptarse con los beneficiarios y sus 

                                                           
1
 En http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/cautelares.asp 



 
 

representantes; y que informe sobre las acciones adoptadas a fin de investigar los hechos alegados que 

dieron lugar a la adopción de esta medida cautelar, y así evitar su repetición.2 

La Medida Cautelar se otorgó a favor de doña Juana Calfunao Paillalef, Lonko de la Comunidad 

Juan Paillalef, perteneciente al pueblo Mapuche, 59 años de edad y madre de seis (6) hijos3, teniendo 

en consideración graves antecedentes que le han afectado. Dichos antecedentes están relacionados 

con su oposición a un proyecto, inconsulto, de obras viales en espacios territoriales que ella reclama 

como propios. Dichas reclamaciones y defensas se han extendido durante aproximadamente dos 

décadas, lo que le ha significado, en lo personal, ser objeto de persecución penal, incluido el 

encarcelamiento por cuatro (4) años y la afectación de su integridad física y psíquica; y en lo familiar, la 

afectación de la integridad física y psíquica, privación de libertad y la migración forzada de integrantes 

de su familia.  Por su tenaz y franca defensa a sus derechos territoriales, ha sido estereotipada y 

estigmatizada como poco dialogante y violenta, por parte de agentes del Estado.   

El proyecto al que la Lonko Juana Calfunao y su comunidad se oponen, consiste en la 

construcción y mejoramiento de un camino que va de la localidad de Los Laureles a Lago Colico, 

variante El Tropezón, que implicó, en el año 1947, mediante Decreto Nº 947, la expropiación de siete 

lotes de terrenos, entre los cuales se encontraba el denominado Lote Nº 6, que comprendía las tierras 

de don Ambrosio Calfunao (abuelo de la Lonko Juana Calfunao).  Este proyecto nunca fue consultado ni 

contó con el consentimiento previo, libre e informado de la Comunidad. El 30 de noviembre de 1948, la 

Resolución Nº 843 ordenó el pago de la suma correspondiente al cien por ciento del valor de la 

indemnización del lote expropiado; sin embargo, esta nunca se concretó y ello se ha mantenido en la 

memoria colectiva de la familia y la Comunidad. El liderazgo de la Lonko en la defensa de su territorio, 

ante la imposición de un proyecto inconsulto, permitió que este se detuviera hasta el año 2007. Sin 

embargo, en los siguientes cuatro años en los que ella estuvo privada de su libertad, las obras se 

retomaron y el camino fue construido hasta que llegó al límite de su morada, en el año 2013.  

A partir de su liberación, la Lonko retomó la defensa de su territorio; así, la comunidad, en 

ejercicio de sus derechos a determinar las prioridades de desarrollo sobre sus tierras y territorios, 

impide que maquinaria pesada irrumpa, lo que ha derivado en situaciones de peligro y violencia, 

incluidas detenciones y procesos penales en contra de ella y los miembros de su comunidad, lo que por 

cierto ha comprometido la integridad física y psíquica, fundamento de la concesión de las Medidas 

Cautelares.    

En el caso de su familia, su hijo, Waikilaf Cadin Calfunao, e hija, Relmutray Cadin Calfunao, han 

sufrido más de una detención por parte de carabineros por acompañarla en las acciones de defensa del 

territorio; incluso cuando Relmutray era menor de edad.   El 31 de julio de 2015, su nieto, A. K. C. C., 

                                                           
2
  Idem., ant. 

3
 Reseña íntegra en: “AUDIENCIA CIDH 156 PERÍODO DE SESIONES, INFORME SOBRE LA SITUACIÓN DE 

DERECHOS HUMANOS DE DEFENSORAS/ES DEL MEDIO AMBIENTE EN EL CONTEXTO DE LAS INDUSTRIAS 
EXTRACTIVAS; Caso de pueblos indígenas frente a proyectos de desarrollo o inversión (proyectos extractivos, de 
infraestructura y energía)”; Washington D.C., 19 de octubre de 2015; Informe elaborado por Raquel Yrigoyen 
Fajardo, Zulma Villa Vílchez y María Torres Sánchez, del Instituto Internacional de Derecho y Sociedad. 
http://www.derechoysociedad.org/IIDS/Publicaciones/Audiencia_Situacion_de_defensores_y_defensoras_del_
medio_ambiente_en_el_contexto_de_industrias_extractivas.pdf 



 
 

actualmente de tres años de edad, fue detenido junto con ella.   El niño fue llevado al “Centro de 

Custodia de Menores en Tránsito Belén” de Temuco y entregado a sus familiares al día siguiente, 

mientras su abuela era conducida como detenida al Cuartel de Carabineros de la Comuna de Padre Las 

Casas 4 5.       

Las denuncias efectuadas por doña Juana Calfunao Paillalef y su familia ante el Ministerio 

Público, han sido desestimadas, archivadas o no hay resultados procesales concretos.  

Con posterioridad a la dictación por parte de la Comisión IDH, de las Medidas Cautelares (Nº 

46-14) a favor de la Lonko Juana Calfunao y su familia, según se ha reseñado, nuevamente se han 

producido sucesos en que Carabineros ha ingresado a su Comunidad y la han detenido de manera 

violenta, ocasionándole lesiones.  

La situación de la Lonko y su comunidad es necesario entenderla dentro del contexto de las 

relaciones que el Estado ha construido con los pueblos indígenas en general y el pueblo mapuche en 

particular.   En este orden de ideas, el INDH,6 ha destacado que el Estado ha realizado esfuerzos en 

orden a superar las situaciones de discriminación que afecta a dichos pueblos, destacando las acciones 

emprendidas por contrarrestar la situación de marginalidad  en que vive la población indígena en 

general. La aplicación de estas políticas ha tenido resultados disímiles en la práctica y como INDH 

hemos sostenido7 que en este ámbito, persisten insuficiencias y brechas en el ejercicio y goce de 

derechos, fundamentalmente en orden a reparar la discriminación histórica que ha padecido el pueblo 

mapuche, lo que integra, en parte del conflicto político que se evidencia en la Región de La Araucanía y 

territorios aledaños. De esta manera y en la relación con el pueblo mapuche, frente a sus demandas y 

                                                           
4
 En relación al niño de 1 año 8 meses, se cuenta con el criterio establecido en una sentencia de la CA de Valdivia en amparo 

presentado por el INDH Rol 204 – 2014, en que acogiendo el mismo se razonó: “… sin que se haya acreditado que se 
agotaron las diligencias encaminadas a ubicar a algún familiar que se hiciera responsable de ellos, cuestión que parece del 
todo lógica si el único objetivo de su gestión era proteger a niños vulnerados en sus derechos….”.   En la especie, no se 
ejecutó ninguna gestión o diligencia tendiente a ubicar a alguna persona, familiar, que se hiciera cargo del niño, y en 
cambio, se le mantuvo por algunas horas al interior de la comisaría, y, luego, en un centro del Sename, en un contexto que 
le es ajeno. 
5
 El día 31 de Julio de 2015, maquinaria pesada nuevamente llega al territorio de la Lonko; en esta oportunidad doña Juana 

Calfunao se encontraba al cuidado de su nieto, de un 1 año 8 meses.  Estaba en su casa, además, Diego Oyarzo, físico de 
profesión, domiciliado en Santiago, quien señaló que: “Ella sale al camino a detener la máquina y a hablar con carabineros, 
llega FFEE con un grupo “chico” de personas,  “paramilitares” que estaban con hondas, palos y piedras”;  Diego se pone a 
grabar desde el interior del cerco, le llegaron piedrazos de hondas en su abdomen, estaba el carro de FFEE, la máquina, y al 
lado de la máquina ese grupo de personas, llegaron todos juntos.   Grabó los piedrazos en primera persona (sin embargo ese 
registro fue borrado posteriormente por carabineros).   Después se acercó al grupo de FFEE que estaba deteniendo a Juana 
Calfunao y ella estaba con el niño, un tipo “grandote” la agarró por la espalda, la levantó y la trató de meter al carro, otro le 
arrebató al niño, el que se puso a llorar fuerte, vio que la tranca estaba medio abierta, se acercó a cerrarla y en ese 
momento un funcionario de FFEE entró al interior del patio, le tomó de la mano donde tenía la cámara, trató de lanzarla y 
pero el funcionario lo detuvo, luego entraron al recinto 3 funcionarios más, lo detienen, forcejea para impedirlo pero luego 
lo ingresan al carro policial, entrando al vehículo le empezaron a pegar, en la nariz primero, luego en la sien izquierda, 
empezó a sangrar de inmediato, cuando lo llevaron al fondo del carro lo esposaron y le pegaron de nuevo, reducido en el 
suelo, boca abajo, esta vez uno de los golpes alcanzó un ojo que le provocó un corte en la ceja derecha y un hematoma, ello 
en un escenario de violencia verbal y tirones de pelo.   Lo mantuvieron prolongado tiempo sentado en el suelo del vehículo 
mientras sangraba de la nariz, no lo dejaban levantar la cabeza pues lo forzaban a bajarla, se hizo una poza de sangre.   En el 
Samu de Cunco se hizo la constatación de lesiones, el doctor hizo dos puntos en el párpado.   Se mantuvo todo el rato 
esposado, ni siquiera cuando le hicieron la constatación, le pidieron sacarse los zapatos y lo tuvo que hacer esposado.   Con 
posterioridad Diego Oyarzo informa que nadie en carabineros me pudo darle una respuesta respecto la extracción de la 
memoria de su cámara, aun teniendo en su poder una copia timbrada del oficio del tribunal que emitía la orden de su 
devolución, además, refiere que después del incidente fueron también borradas de su celular por carabineros de Temuco, 
durante su detención, las fotos que se sacó con su celular en el que se veían sus lesiones antes de las curaciones.  (Síntesis 
minuta interna INDH).         
6
 Instituto Nacional de Derechos Humanos: “Estudio exploratorio Estado de Chile y pueblo Mapuche: Análisis de tendencias en materia de 

violencia estatal en la Región de la Araucanía”; Santiago de Chile; Febrero d 2014; pág. 15– 16.-  
7 Instituto Nacional de Derechos Humanos: Informe Anual sobre la Situación de los Derechos Humanos en Chile. Año, 2010 pág. 91 y ss; 
Informe Anual 2011, pág. 33 y siguientes; Informe Anual 2012, pág.  61 y siguientes; Informe Anual 2013, pág. 19 y ss 



 
 

reivindicaciones, fundamentalmente aquellas relativas al reconocimiento y respeto a sus derechos a la 

tierra y el territorio, la respuesta del Estado ha tenido un componente en que se ha exacerbado el uso 

de la pretensión punitiva, enfoque que ha ido aparejado de operativos policiales que en algunos casos 

han significado la vulneración de derechos.    

En ese contexto el INDH en cumplimiento de su mandato legal, ha presentado, o se ha hecho 

parte en acciones de amparo constitucional interpuestas por la Defensoría Penal Pública Mapuche ante 

esta I. Corte, la mayoría de las cuales han sido acogidas, constatando que efectivamente se han 

lesionado derechos fundamentales, como consecuencia de la acción de agentes del Estado 8, 9, 10, 11,12. 

Los hechos en los que se fundan las resoluciones judiciales referidas, exigen que el Estado, en 

cumplimiento de los deberes de protección y garantía consagrados en el Derecho Internacional de los 

Derechos Humanos, adopte todas las medidas que estén a su alcance para garantizar la no repetición 

de actos constitutivos de vulneración de derechos fundamentales (art. 1.1 Convención Americana de 

Derechos Humanos).  

En lo concerniente a la Medida Cautelar y su ampliación a que se ha hecho referencia, la Sede 

Regional del INDH tomó conocimiento de la misma a través del abogado de la peticionaria ante la 

Comisión IDH, y luego, en cumplimiento de su mandato, informó a las principales instituciones del 

Estado en la Región, a quienes concierne la observancia de la misma. De este modo, en virtud de los 

oficios de la Sede Regional de la Araucanía N°s 616, 617, 618, 619, 620, de fecha 02 de noviembre de 

2016, se comunicó y acompañó,  a la Intendencia Regional de la Araucanía; a la Gobernación de la 

Provincia de Cautín; al Ministerio Público de la Región; a la Policía de Investigaciones de Chile, y, a 

Carabineros de Chile de la existencia y vigencia de la referida Medica Cautelar; todo ello, sin perjuicio 

del conocimiento adquirido por el Estado de Chile a través de sus autoridades y órganos competentes. 

El  INDH igualmente ha participado en calidad de observador del diálogo llevado a cabo entre el 

Estado, representado por funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores, del Ministerio del Interior 

y de Carabineros de Chile,  y la Lonko Juana Calfunao,  su familia, y apoderado, ello en el marco de la 

implementación de la referida Medida Cautelar.   En efecto, el día jueves 30 de junio de 2016 se realizó 

en la Sede Regional de La Araucanía del INDH, una reunión de trabajo entre representantes del Estado 

y los peticionarios/as y su apoderado. Por parte del Estado concurrió: el Sr. Alejandro Salinas; el 

Embajador Oscar Alcaman Riffo, Ministro Consejero, Subdirector de Derechos Humanos de la 

Cancillería; Una Coronel del Departamento de Derechos Humanos de Carabineros de Chile y un 

abogado del Ministerio del Interior.  Por parte de los peticionarios/as concurrió, la Lonko Juna Calfunao 

Paillalef; Juan Jorge Faundez, abogado de los/as peticionarios/as; Waikilaf Cadín Calfunao (hijo de la 

lonko); el cónyuge de la lonko Gerardo Luis Marin Chiuauhuen, y su nuera Nele Loos.   Estuvo presente 

una delegación de Puerto Montt (Lonko y werken en calidad de observadores).   El objetivo de la 

                                                           
8 Sentencia C.S, ROL 5.441-12. 
9 Sentencia IC de Temuco Rol 604-2012. 
10 Sentencia I.C. de Temuco, causa Rol N° 907-2012. 
11 Sentencia I.C. de Temuco, causa Rol N° 838-2012. 
12 La Policía de Investigaciones de Chile también ha sido recurrida ante la I. C. de Temuco por la comisión de actos similares a los 
relacionados en los fallos citados, y, con fecha 6 de julio de 2013, en causa Rol N° 435-2013 ha señalado que: “ … la actuación de 
investigación se ha realizado de manera desproporcionada, desde que ha afectado a menores indígenas que, de conformidad con el Derecho 
internacional, merecen doble especial tutela por parte del Estado de Chile, pues son menores y son indígenas...” 



 
 

reunión fue avanzar en alcanzar un acuerdo en relación a un “Plan de Cumplimiento de la Medida 

Cautelar” otorgada por la CIDH a favor de los peticionarios/as.  

Tanto los/as beneficiarios/as de la Medida Cautelar como el Estado proponían en el proyecto de 

implementación de las Medidas que estaban discutiendo, asignarle un rol al INDH.   Los/as 

beneficiarios/as, en el ejercicio de los derechos a la autonomía y control territorial, proponen un sistema 

de notificación temprana de intervención policial para la comunidad Juan Paillalef de la cual es Lonko la 

Sra. Juana Calfunao, y que en la práctica se traduce en que cada vez que la Policía de Carabineros o 

de Investigaciones tengan que hacer ingreso a la comunidad, debe previamente poner en conocimiento 

a la Defensoría Penal Mapuche y al INDH de la respectiva diligencia policial, para que estos órganos del 

Estado en cumplimiento de sus respectivos mandatos, realicen y llevan a cabo las acciones de defensa 

y protección.   Por su parte, el Estado por intermedio de la Cancillería, informa que ha formulado un 

protocolo de acuerdo, el  que fue puesto en conocimiento de la Sede Regional del INDH con fecha 19 

de julio de 2016, en que se le asigna un rol de observador al INDH. 

A pesar de la vigencia de la Medida Cautelar de la CIDH, y por lo tanto, del mandato 

internacional de protección, y de satisfacción de las obligaciones que de dicha medida emanan, esto es, 

la obligación de respeto, (abstenerse de violentar o vulnerar la integridad física o psíquica de los/as 

peticionarios/as, mediante acciones u omisiones imputables al Estado),  y la obligación de garantía, es 

decir, desplegar todo lo que esté al alcance del Estado para satisfacer el contenido de dicha Medida, el 

Estado a través del recurrido persiste en desplegar acciones que entrañan una violación a dicha 

Medida, privándola de toda eficacia.  

Es así como se llega al último episodio en que resulta comprometida la responsabilidad del 

Estado y que en adelante se reseñará.    

 

I.2.- Los hechos que motivan la interposición del presente recurso de amparo. 

Durante horas de la noche del día 27 de enero de 2017, la Lonko Juana Calfunao Paillalef 

denunció que a las 23:00 horas aproximadamente, desconocidos dispararon hacia las casas de la 

comunidad Juan Paillalef, lo cual fue comunicado a Carabineros de Los Laureles pues se generó 

alarma entre las familias de la comunidad, sin que éstos hayan concurrido al lugar.   Luego, en la 

madrugada del día 28 de enero de 2017, a las 02:00 A.M., desconocidos desde una camioneta, en esas 

dos oportunidades, dispararon (6 tiros aprox. cada vez) contra la Comunidad Paillalef, en el sector 

donde vive la Lonko y parte de su familia, distante unos 100 metros del camino Los Laureles/Camino 

Colico en línea recta. 

De estos hechos quedó registro de una denuncia telefónica que la propia Lonko formuló a 

Carabineros, no pudieron contactarse con ellos hasta 20 minutos después, y, pasadas las 02:00 A.M. se 

hacen presente el Jefe del Retén Los Laureles, que tomó antecedentes de la denuncia, la hacen firmar 

el documento y no le dan copia, ni tomaron ninguna otra medida de resguardo.  

Luego de ello, en horas de la mañana del día sábado 28 la comunidad como forma de 

establecer un medio de protección y de protesta  pública, procedió a cortar el camino Los Laureles Lago 



 
 

Colico; y, antes del mediodía el sector fue controlado por fuerzas de Carabineros, quienes alrededor de 

las 12:00 hrs. actuaron para habilitar el camino.   De estos hechos se derivó la detención de la Lonko 

Juana Calfunao alrededor de las 12:15 hrs; además su hijo Waikilaf Cadin resultó herido en su pierna 

izquierda por arma de fuego disparada por carabineros.   

 

I.2.A.- En relación a la Lonko Juana Calfunao Paillalef: 

En la mañana del día sábado, tanto la Lonko Juana Calfunao Paillalef, como su abogado, Juan 

Jorge Faúndez, informan que en la madrugada la comunidad y familia de la Lonko, fueron amenazados 

con armas de fuego por lo que los integrantes de la comunidad decidieron intervenir el camino y 

solicitan que el INDH se haga presente ante la inminente intervención policial, ello en relación al rol de 

observación que le fue solicitado tanto por Cancillería como por los beneficiarios de la Medida Cautelar 

MC 46/14 de la CIDH.     

El Jefe de la Sede Regional de la Araucanía del INDH, Federico Aguirre Madrid, se dirige a la 

comunidad a observar la situación.   A medio día, en las proximidades del portón de entrada de la 

comunidad de la Lonko personal de Carabineros está restablecimiento el tránsito, y ella, de acuerdo a la 

información proporcionada en terreno, la Lonko Calfunao ya había sido detenida unos momentos antes 

y estaba siendo trasladada a la Comisaria de Cunco, y conforme la misma información, no había más 

personas detenidas.    

El tránsito a esa hora, las 12: 20 aproximadamente, estaba restablecido y los vehículos que se 

encontraban estacionados en la orilla del camino en ambas dirección restablecieron su marcha.  

El Jefe de la Sede Regional, se dirige a la ciudad de Cunco con el objeto de lograr entrevistar a 

la Lonko y verificar las condiciones de detención y privación de libertad, y, en esa dirección, se detiene 

en el Retén de Carabineros de Los Laureles para verificar que si estaba detenida en ese recinto por ser 

el más cercano a su domicilio o confirmar que el traslado era efectivamente hacia Cunco y no hacia otro 

recinto policial (por ejemplo, Padre Las Casas, o Temuco).  

En el Retén confirman que la Lonko Juana Calfunao estaba siendo derivada hasta Cunco.   En 

el reciento policial de Los Laureles llega el Jefe del operativo, Teniente Coronel Miguel Angel Irribarra 

Saavedra, con quien, a las 12:40 aproximadamente, se sostuvo una entrevista, en la que informa que: 

1.- La Lonko Juana Rosa Calfunao Paillalef, fue detenida acusada de oponerse a la acción de 

carabineros de servicio y desórdenes públicos. Señala que no hay denuncias (de daños); 2.- Informa 

adicionalmente que no hay más personas detenidas; 3.- Que no hay ni personal aprehensor, ni 

personas de civil heridas o lesionadas y; 4.- Que va a ser conducida a Cunco para que se le practiquen 

en el Hospital de esa comuna los exámenes de constatación de lesiones.  

Con esa información el jefe de la Sede Regional se dirige a la localidad de Cunco con el objeto 

de entrevistar a la detenida.  

A las 12:56 el abogado de la Lonko informa al Jefe de la Sede Regional, que el hijo de la Lonko, 

Waikilaf Cadín Calfunao, se encuentra herido producto de un impacto de escopeta de carabineros y que 

la comunidad pide que el INDH concurra para solicitar una ambulancia y la acompañe, por el temor de 



 
 

verse expuestos a represalias y más violencias.   Se pospone a raíz de esta petición la entrevista con la 

Lonko Calfunao. 

Finalmente, la Lonko Juana Calfunao es ingresada a la Comisaría de Padre Las Casas a las 

alrededor de las 15,45 hrs. y a los minutos es entrevistada por la funcionaria de la Sede Araucanía 

INDH doña Soledad Molinet Huechucura.   Refiere que hace dos días fue operada del dedo medio de su 

mano izquierda y que hoy al momento de la detención fue arrastrada y tiroteada de todas partes, 

llegando incluso a arrancarle mechones de pelo.   Al momento de la entrevista no ha recibido agua ni 

alimentos, ni se había contactado con familiares, lo cual efectúa recién una vez terminada la entrevista.   

Señala que el funcionario O. Mora M. (según lo que pudo leer en su uniforme) fue quien más la maltrato 

física y verbalmente, tiene algunos rasguños visibles en ambas piernas apreciados por la funcionaria del 

INDH referida, y, su mano izquierda muy inflamada  (a la altura de la muñeca), indica que no le leyeron 

sus derechos, sólo insultos y amenazas de parte de Carabineros.   Fija en dos momentos los actos que 

afectaron su integridad; primero cuando fue detenida y luego cuando fue conducida a constatar lesiones 

en el Hospital de Cunco, y describe que recibió golpes en la cabeza mientras era trasladada, uno de 

esos golpes fue a la altura del pómulo por lo que se aprecia hinchazón en su pómulo derecho, en este 

contexto la sostuvieron del pelo, de las trenzas, y con tironeos le arrancaron algunos mechones de pelo, 

y al momento de ser liberada exhibe al Abogado de la Sede Araucania INDH Marcos Rabanal un 

mechón de pelo que rescató de las vestimentas de un funcionario al que se le habían adherido; también 

se aprecia inflamación en la muñeca derecha.    

Figura 1: A) Lonko Juana Calfunao, a la salida de la Comisaría de Padre Las Casas, con 

hinchazón en el pómulo derecho, B) exhibiendo zona de la cabeza en que perdió cabello, C) parte 

del cabello extraído por la fuerza (Fuente: comunidad Juan Paillalef). 

                          



 
 

            

 

En definitiva, respecto de la Lonko Juana Calfunao Paillalef resulta claro que las acciones 

descritas impactan directa y negativamente en su integridad personal, que es precisamente uno de los 

principales objetivos de protección por parte de la CIDH a través de la MC 46/14.   No resulta indiferente 

que como resultado de la detención la amparada resulte con pérdida de cabello, adolorida, con 

inflamación en su pómulo derecho, piernas con rasguños en las piernas, todas cuestiones cuya 

ocurrencia no es justificable respecto de ninguna persona, y tampoco respecto de la amparada en que 

existe una obligación internacional del Estado de proteger y garantizar su integridad personal que ha 

sido vulnerada en esta y en ocasiones anteriores, y existen poderosas razones para afirmar que ello 

pudiera repetirse, como los hechos lo han demostrado, y porque el funcionario a cargo del 

procedimiento, no obstante manifestar tener conocimiento de la medida cautelar, con sus instrucciones 

y modo de dirigir la operación dio cuenta de su total indiferencia y falta de consideración al mandato de 

la misma.    

 

I.2.B.- En relación a Waikilaf Cadin Calfunao: 

 

El Jefe de la Sede Araucanía del INDH regresó a la comunidad Juan Paillalef por petición de 

ésta a verificar las condiciones del herido Waikilaf Cadin arribando al lugar alrededor de las 13:25 hrs. 

aproximadamente, y verifica que éste se encuentra tendido debajo de un árbol, consiente, con su pierna 

izquierda sangrante, con mucho dolor, y con impactos visibles atribuibles a perdigones desde la zona de 

la rodilla hacia abajo, concentrándose la mayor cantidad de impactos en la parte baja de la pierna, zona 

frontal.   Junto a él está su sobrino A.K.C.C. de 3 años, y tres personas adultas que lo acompañan y le 

prestan auxilios.    

Previamente se le había enjuagado la pierna con agua para limpiar el profuso sangramiento que 

le provocaron los impactos de perdigones recibidos.    

El propio Waikilaf logra comunicarse con el SAMU y solicitar ayuda de ambulancia.  



 
 

Figura 2: Heridas de Waikilaf Cadin. (Fuente: Comunidad Juan Paillalef). 

  

 

El INDH luego espera en la entrada de la comunidad la llegada de la ambulancia para indicar el 

lugar de entrada y facilitar su ingreso.   Unas dos horas después aproximadamente, cerca de las 15 

horas, llega la ambulancia con una comitiva de Carabineros fuertemente armados.   Dicha comitiva 

estaba dirigida por el Teniente Coronel, Miguel Angel Irribarra Saavedra.   Eran a lo menos 5 

vehículos policiales, incluido un carro del GOPE.   Al interior de uno de estos vehículos se encontraba el 

Teniente Coronel.   Al ingreso el Jefe de la Sede Regional pregunta el motivo del ingreso de 

Carabineros a un recinto particular, en circunstancias que el afectado ha solicitado la ambulancia para 

atender una urgencia.   El Teniente Coronel le informa al Jefe de la Sede Regional que está actuando 

bajo la figura de la flagrancia, se le pregunta bajo qué delito y él informa que se trataría de un homicidio 

frustrado a Carabineros.   En ese acto se le recuerda que en la conversación sostenida en Los Laureles 

unas horas antes el mismo informó que no había personal aprehensor lesionado y qué como ahora se 

actuaba bajo la flagrancia de un delito de homicidio frustrado.    

Carabineros ingresa estando la ambulancia al medio de la caravana de vehículos policiales y 

sin que ésta pudiera avanzar para atender la urgencia para la cual fue llamada.        

En el patio de la Lonko Juana Calfunao, a no más de 10 metros de su ruka, de su casa y de un 

granero, Waikilaf Cadín se encontraba herido, postrado en el suelo, sobre una frazada improvisada, 

bajo sombra de un árbol, manifiestamente dolorido, sangrante aún de su pie izquierdo por los 

perdigones del arma percutada por un funcionario de Carabineros, en espera de la ambulancia y de ser 

atendido por el personal de salud, lugar en el que es detenido violentamente y esposado.   

 



 
 

Figura 4: Momento en que es detenido sin permitir el ingreso de personal de salud, luego 

arrastrado en andas hacia la ambulancia (Fuente: comunidad Juan Paillalef). 

      

 

                 

 



 
 

Durante la detención, el Jefe de la Sede Regional INDH exige que el personal de salud primero 

atienda al herido y luego de ello se proceda con la detención, lo cual es ignorado, no hubo ninguna 

intención para que el personal de salud pudiera atender a Waikilaf Cadin, quien luego es esposado a la 

espalda, con violencia, por a lo menos tres personas fuertemente armadas, sin consideración a su 

estado de vulnerabilidad, se trataba de una persona que evidentemente no podía transportarse por si 

mismo; y en ese momento se le representa al Teniente Coronel esta situación, que como tolera que lo 

detengan de esa manera si prestar primero auxilio médico, y se le pregunta al oficial si está consiente 

que hay una medida cautelar emanada de la Comisión IDH  vigente en favor de la Lonko y su núcleo 

familiar quien responde que sí, que están en conocimiento de aquello y consciente de la vigencia de la 

referida medida cautelar, y no le importó, porque claro, entre el orden de prioridades aparentemente lo 

último que el oficial tenía en consideración era velar por la integridad del amparado, primero la 

demostración de la fuerza física, material, y simbólica con el despliegue de armamento propio de un 

escenario de guerra; no olvidar en este punto lo reseñado en cuanto a que el Jefe de la Sede Araucanía 

se encontraba inicialmente al ingreso del predio esperando dar indicaciones a la ambulancia y luego se 

desplegó hacia el interior donde se encontraba Waikilaf Cadin, con un vehículo institucional del INDH, 

absolutamente identificable con los símbolos pertinentes; todo lo cual hacia ver o debía hacer presumir 

que éste no era precisamente un escenario de guerra que justificara realizar el procedimiento del modo 

en que el recurrido lo condujo, claro, porque no consideró que la aparente legitimación formal – legal de 

un procedimiento requiere de una lectura de mérito en el escenario fáctico en el que ha de desplegarse, 

lo que a su vez hace parte de la lectura de proporcionalidad en el uso de la fuerza.    

Al tiempo en que se detiene a Waikilaf, otros funcionarios de Carabineros a cargo del recurrido, 

fuertemente armados, se dirigen a un galpón y proceden a regístralo así como los espacios aledaños a 

la casa de la Lonko Juana Calfunao, porque, por cierto, el detenido se encontraba en ese lugar para 

facilitar su atención de salud, pero no es su casa.    

Figura 4: Funcionarios de Carabineros registrando galpón y ruka de la Lonko Juana Calfunao 

cuando ella estaba detenida en Cunco, y, mientras se realiza la detención de Waikilaf Cadin por 

el delito del artículo 261 del Código Penal.  

   



 
 

El Jefe de la Sede regional solicita que exhiban la orden de entrada y registro, señalando el  

oficial  que no la requieren porque actúan bajo la hipótesis de flagrancia, luego de que se la había 

informado al amparado que estaba siendo detenido por homicidio frustrado a Carabineros, esto a pesar 

de que la persona ya estaba detenido.      

El amparado es levantado en andas, esposado con las manos atrás y con los funcionarios de 

Carabineros obligándolo a avanzar hacia atrás, que ya es incómodo para una persona que está en sus 

plenas capacidades físicas, para una como el amparado que tenía su pierna izquierda inutilizada no 

solo es incómodo sino además doloroso pues se efectúa el traslado sin afán de minimizar el daño.   

Finalmente es subido a la ambulancia y junto con él 2 funcionarios armados, y, Waikilaf Cadin es 

trasladado en caravana hasta el Hospital de Cunco.    

En todo este proceso, el personal de salud en ningún momento pudo bajarse de la ambulancia 

a atender a la persona que había solicitado su auxilio.      

A las 15:23 horas en el Hospital de Cunco el médico Sr. Ramírez, informa al INDH que el 

paciente presenta 40 orificios compatibles con herida de escopeta y que le han proporcionado 

analgésicos y que deben hacer rayos X y otros exámenes por lo que se derivará a Temuco.   Se pudo 

entrevistar al detenido el que estaba esposado de la mano izquierda a la camilla.  Refiere que intentó 

hacer una denuncia pero que carabineros no se la recibía.        

Finalmente, al tiempo en que la Lonko Juana Calfunao era liberada en la Comisaría de Padre 

Las Casas, alrededor de las 19:00 horas, a través de la Defensoría Penal Pública, que recibió la 

comunicación de la Fiscal a cargo, doña Claudia Turra, que el amparado Waikilaf Cadin se le imputaba 

el cargo del artículo 261 del Código Penal, y que sería apercibido.    

Es decir, en resumidas cuentas, toda aquélla justificación formal que esgrimió el funcionario 

recurrido, de un supuesto homicidio frustrado a carabineros, no era tal, y en mérito de esa pretendida 

justificación no solo se detuvo al amparado, sino que en ese proceso se ignoró su condición física, 

ostensiblemente herido, impidiéndole recibir primeros auxilios por personal de salud, reduciéndolo 

mientras se encontraba sentado en el suelo porque no se podía sostener en pie, forzándolo a 

sostenerse en un pie avanzando hacia atrás, en un modo de desplazamiento no natural, mientras era 

arrastrado de esa manera por 2 funcionarios de Carabineros, trasladado en una ambulancia con dos 

aprehensores en su interior irrespetando su condición de paciente, esposado con las manos atrás, 

finalmente, se mantiene esposado a la camilla en el Hospital de Cunco a la espera de atención médica; 

y todo ello, cuando lo pertinente y razonable era en realidad apercibirlo.    Por ello es que resulta 

pertinente afirmar que bajo la dirección y decisión del recurrido, se afectó gravemente la integridad 

personal y su libertad personal del amparado Waikilaf Cadin, actuando precisamente en sentido 

contrario a aquél deber de abstención que le impone al Estado y los funcionarios del Estado la medida 

cautelar de la CIDH MC 46/14 de incurrir en los mismos actos que motivaron la concesión de dicha 

medida, en la especie, atentatorios de la integridad personal.   Y en este escenario resulta pertinente 

recordar que el recurrido afirmó al Jefe de la Sede Araucanía del INDH conocer la existencia de la 



 
 

medida cautelar de la CIDH y su vigencia, de lo que se colige en definitiva que su actuar ilegal y/o 

arbitrario lo ejecutó a sabiendas.                 

 

I.2.C.- En relación al niño A. K. C. C., de 3 años de edad: 

 A. K. C. C., de 3 años de edad, también es beneficiario de la medida cautelar MC46/14 de la 

CIDH, y en lo que resulta pertinente a su situación, es menester hacer presente que los hechos 

relatados en relación a su abuela la Lonko Juana Calfunao Paillalef, y particularmente en relación a su 

tío Waikilaf Cadín, le provocan un profundo impacto en su integridad sicológica, claro, a sus 3 años le 

tocó ver a su tío ensangrentado con las marcas de perdigones en su extremidad, postrado en el suelo 

esperando atención médica, todo a consecuencia de las decisiones y acciones del recurrido, lo que en 

definitiva redunda en que tampoco a su respecto se ha respetado la referida medida cautelar, con 

consecuencias en su integridad personal.    

 

 I.3.- Consecuencia de los hechos:  

 

Conforme lo relacionado, es posible afirmar que en las decisiones que le competen al recurrido, 

sin que le sea posible esgrimir falta de conocimiento de su existencia, ha incumplido la Medida Cautelar 

MC 46-14 de la CIDH, con consecuencias en la integridad personal de los amparados, quienes han 

recibido de parte del funcionario del Estado recurrido un trato contrario a lo dispuesto en la medida en 

cuestión que dispone al Estado de Chile que: “Adopte las medidas necesarias para preservar la vida y 

la integridad personal de Juana Calfunao y los miembros identificados de su familia”; incumplimiento 

que se materializó del modo que se reseñó para cada amparado..    

La falta de consideración por parte de la recurrida de la medida en cuestión evidencia, a nuestro 

juicio, la inobservancia de la buena fe con que ha de conducirse el Estado en su relación con los 

pueblos indígenas de conformidad al Convenio 169 de la OIT, y teniendo especial consideración que es 

el propio Estado a través de otro de sus órganos – Ministerio de Relaciones Exteriores – quien ha 

manifestado su disposición a un diálogo basado en la buena fe; así, resulta a lo menos 

contraproducente que el Estado fomente y desarrolle un diálogo con los amparados en aras de la buena 

fe, y, al mismo tiempo, los funcionarios encargados de ejecutar la fuerza pública quebranten en ese 

diálogo con conductas opuestas al espíritu y letra de la medida cautelar aludida. 

Así las cosas, es posible reconocer que el incumplimiento de la medida cautelar citada deviene, 

por una parte en responsabilidad internacional del Estado, pero además, en lo concreto, en amenaza a 

la libertad personal y seguridad individual de los amparados, en tanto las órdenes que se expidan por el 

recurrido y que hayan de ser cumplidas por las fuerzas policiales, como ha ocurrido, son aptas para 

afectar los derechos referidos, todo ello en el contexto, como se dijo, de las reclamaciones que se 

fundan en los derechos de los pueblos indígenas que respecto de los amparados se encuentran 

insatisfechas, y, en la existencia de un proceso inconcluso de diálogo con el  Estado.  

 



 
 

II. EL DERECHO 

 

II.1.- El derecho aplicable en la acción de amparo y el rol del tribunal en su conocimiento 

 

Para que sea procedente el recurso de amparo, una persona debe encontrarse detenida, 

arrestada o presa, con infracción a lo dispuesto en la Constitución o las leyes o haber sufrido 

ilegalmente cualquier otra privación, perturbación o amenaza en su derecho a la libertad personal y/o 

seguridad individual. El inciso final del artículo 21 señala que la misma acción podrá deducirse a favor 

de toda persona que ilegalmente sufra cualquiera otra privación, perturbación o amenaza en su derecho 

a la libertad personal y seguridad individual.  

En el presente recurso se consideran además los estándares establecidos en el Derecho 

Internacional de los Derechos Humanos, puesto que los tratados internacionales suscritos por el Estado 

de Chile y que se encuentran vigentes forman parte de nuestro ordenamiento jurídico. Dichos 

estándares por mandato constitucional, tienen un especial estatus normativo. En efecto, el artículo 5° 

de la Constitución Política del Estado, establece expresamente en su inciso 2° que “el ejercicio de la 

soberanía reconoce como limitación el respeto de los derechos esenciales que emanan de la naturaleza 

humana. Es deber de los órganos del Estado respetar y promover tales derechos garantizados por esta 

Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren 

vigentes”. 

El especial estátus normativo de los instrumentos de derechos humanos, ha sido advertido por 

la Excma. Corte Suprema, que ha declarado que el artículo 5° núm. 2° de la Carta Fundamental recién 

transcrito, cofiere rango constitucional a los tratados que garantizan el respeto de los derechos 

humanos, concediéndoles una jerarquía mayor que a los demás instrumentos internacionales, en 

cuanto regulan los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana y que “[e]n definitiva los 

derechos humanos asegurados en un tratado se incorporan al ordenamiento jurídico interno, formando 

parte de la Constitución material adquiriendo plena vigencia, validez y eficacia jurídica, no pudiendo 

ningún órgano del Estado desconocerlos y debiendo todos ellos respetarlos y promoverlos, como 

asimismo, protegerlos a través del conjunto de garantías constitucionales destinadas a asegurar el 

pleno respeto de los derechos“ 13.  

Por otra parte, en el caso de las acciones constitucionales se revela particularmente la 

importancia del Poder Judicial como un poder contra mayoritario que debe actuar para la protección de 

los derechos fundamentales. La vinculación del órgano jurisdiccional a los derechos fundamentales 

puede calificarse como aquella que mayor relevancia presenta para el Estado de Derecho14. Esto se 

explica por la doble faz de la judicatura, como destinataria de los derechos fundamentales15, y como 

                                                           
13 Corte Suprema: sentencia Rol 3125-04, de 13 de marzo de 2007, considerando trigésimo nono. 
14 Resulta inconcuso que el juez se encuentra vinculado a la Constitución, como una norma suprema. De acuerdo con el artículo 6° de la 
Carta Fundamental, podría negarse el deber de sumisión del juez a normas que no se encuentran dictadas conforme a ella.  
15 Como garante de los derechos fundamentales, el órgano jurisdiccional se encuentra en primer lugar ligado a aquellos derechos 
específicamente dirigidos a su actividad; podríamos decir, a los derechos fundamentales de carácter procesal aunados en el concepto de 
debido proceso, en la nomenclatura de la Constitución: “investigación y procedimiento racionales y justos”. Este derecho, o elemento de la 
garantía de la jurisdiccional, nace al amparo de un procedimiento en el cual el juez goza de amplias facultades, y se transforma en la 



 
 

principal garante de los mismos. Lo anterior, la Excelentísima Corte Suprema de Justicia lo ha 

expresado con las siguientes palabras16: “Para esta Corte, en términos generales, incumbe a todo Juez 

de la República la aplicación del ordenamiento jurídico a los casos concretos sometidos a su decisión 

(…) La integralidad y coherencia de dicho sistema de normas obliga al juzgador a elegir la norma o 

grupo de normas precisas que utilizará y el sentido de las mismas. En el ejercicio de esa labor 

intelectual de selección e interpretación puede identificar reglas jurídicas que contienen sentidos 

opuestos, e incluso reglas jurídicas que se oponen a sendos principios rectores del sistema jurídico. 

Pues bien, la solución de tales conflictos de normas es también objeto del juzgamiento (…) No se 

discute, en la doctrina constitucional, que los jueces del fondo tengan facultades para interpretar las 

reglas legales conforme a la Constitución, así como tampoco la utilización de las normas 

constitucionales de un modo directo para la solución del conflicto específico y, en ambos casos, el juez 

ha debido interpretar la Constitución”. 

En este proceso de integración, que es consustancial a la jurisdicción como señala el máximo 

Tribunal, será tarea del intérprete judicial  buscar la forma de conciliar las distintas fuentes normativas 

(ley, Constitución, tratados) en pos de conservar la unidad del ordenamiento, unidad que pasa por una 

aplicación del derecho respetuosa de los derechos humanos.  

 

II.2.- La Medida Cautelar N° 46-14, asunto Juana Calfunao y otros respecto de Chile, 26 de 

octubre de 2016.  Amenaza de incumplimiento.-  

 

 La decisión de la Medida Cautelar señala, en lo pertinente: “En vista de los antecedentes 

señalados, la CIDH considera que el presente asunto reúne prima facie los requisitos de gravedad, 

urgencia e irreparabilidad contenida en los artículos 25 de su Reglamento.  En consecuencia, la 

Comisión solicita al Estado de Chile que: 

1.- Adopte las medidas necesarias para preservar la vida y la integridad personal de Juana Calfunao y 

los miembros identificados de su familia; 

2.- Concierte las medidas a adoptarse con los beneficiarios y sus representantes; …”.  

 

 Entre las consideraciones tenidas a la vista destaca la siguiente: 

“… la Comisión estima que el requisito de gravedad se encuentra cumplido, en vista de las 

amenazas, los hostigamientos, intimidación y hechos de violencia que estarían experimentando la 

señora Juana Calfunao, autoridad tradicional Mapuche Lonko de la Comunidad Juan Paillalef y los 

miembros identificados de su familia.   Particularmente la información aportada sugiere que la supuesta 

situación de riesgo se estaría presentando como una retaliación a raíz de la posición de Juana 

                                                                                                                                                                                      
denominación general de las exigencias de racionalidad y “juego limpio” que se pueden dirigir hacia el órgano jurisdiccional. Por definición, 
se trata de un estándar abierto, de un contenido que si bien puede precisarse en el momento del desarrollo actual de la institución, tiene 
por característica fundamental  una nota de indeterminación que le permite aceptar cualesquiera exigencias futuras específicas que 
puedan plantearse a la acción del órgano jurisdiccional. Aldunate L., Eduardo, Derechos Fundamentales, Legal Publishing, p. 200. 
16 Sentencia de la Corte Suprema Rol N° 5420-2008. 



 
 

Calfunao de defender el territorio en el que reside actualmente, a través de protestas, entre otras 

acciones (…).    

Luego se señala: “En estas circunstancias particular relevancia adquiere la información 

aportada sobre el supuesto uso excesivo de  fuerza que utilizarían los agentes de seguridad pública, en 

el marco de diversas detenciones que habría enfrentado Juana Calfunao y los miembros de su familia”. 

En consecuencia, cuando la Comisión IDH resolvió la Medida Cautelar, acogiendo como 

beneficiarios de la misma a los amparados de esta acción constitucional, tuvo siempre en consideración 

que la vulneración a sus derechos, en particular su integridad personal y la de su familia, ocurren 

precisamente en el contexto de defensa del territorio en que residen, lo que se exterioriza a través de 

protestas y otras formas de acción; en la especie, una acción de protesta producto de la falta de 

medidas adecuadas por el Estado para proteger la integridad de las personas de la comunidad frente a 

ataques armados que recibieron de parte de desconocidos en la noche del día 27 y madrugada del día 

28 de enero de 2017.       

 

Fue en este escenario, y haciendo parte de los antecedentes la oposición de la Lonko Juana 

Calfunao y su familia al proyecto de camino, y sus acciones de protesta, que la Comisión IDH dispuso 

que el Estado debía adoptar “…las medidas necesarias para preservar la vida y la integridad personal 

de Juana Calfunao y los miembros identificados de su familia …”, lo que ha sido contravenido por el 

recurrido desde que - enarbolando injustificadamente herramientas que le provee la legislación interna 

(flagrancia de homicidio frustrado, cuando en realidad se trataba de una imputación de menor entidad)  -

en los hechos pone en riesgo aquél derecho que en específico se pretende resguardar por la medida 

cautelar de la CIDH, la integridad personal, ignorando las consecuencias lesivas de sus decisiones y 

acciones en el derecho protegido y que se han producido en oportunidades anteriores frente a 

escenario fácticos similares. 

Conforme los estándares internacionales, la sola amenaza puede constituirse en vulneración a 

la integridad personal: “El artículo 5.1 de la Convención consagra el derecho a la integridad personal, 

física, psíquica y moral. […] Asimismo, el Tribunal ha sostenido que la mera amenaza de que ocurra 

una conducta prohibida por el artículo 5 de la Convención, cuando sea suficientemente real e inminente, 

puede en sí misma estar en conflicto con el derecho a la integridad personal”17. (Destacado 

nuestro).   En la especie, el patrón repetitivo de la conducta de Carabineros materializado en esta 

oportunidad por la dirección dada por el recurrido, es que permite afirmar que, en incumplimiento de la 

Medida Cautelar, existe una amenaza a que ésta sea nuevamente incumplida lesionando aquél derecho 

que se pretende resguardar, lo que compele al Poder Judicial a arbitrar las medidas necesarias a fin de 

evitar la repetición.    

  

II.3.- La Medida Cautelar N° 46-14, debe ser cumplida.- 
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Las Medidas Cautelares han contribuido desde hace más de tres décadas, a la protección de 

miles de personas en situación de riesgo en los Estados miembros de la OEA18. Desde 1967 se han 

emitido recomendaciones a los Estados para evitar daños irreparables a las personas19 y en ese mismo 

año, en el Artículo 48(b) del Reglamento de la CIDH se estableció un procedimiento para casos de 

represalias en contra de personas que presenten peticiones ante la CIDH. 

La CIDH ha empleado las medidas con el fin de otorgar protección a miles de personas y 

grupos de personas que se encuentran en riesgo de ver vulnerados sus derechos fundamentales20. 

Asimismo, las medidas cautelares representan una de las herramientas más efectivas que el 

Sistema Interamericano tiene a su disposición, a fin de garantizar la firme protección de los derechos de 

individuos y comunidades en las Américas, así como para salvaguardar la materia jurídica de los 

procedimientos bajo su jurisdicción.  

Como otros Tribunales y órganos cuasi jurisdiccionales, internacionales y regionales, la CIDH  

tienen la facultad para ordenar Medidas Cautelares, las cuales son de carácter vinculante para todos los 

Estados Miembros de la OEA21.   

La base jurídica de las medidas cautelares deriva de los poderes implícitos de la CIDH22, 

reafirmados en su práctica y plasmados en su Estatuto23 y sus sucesivos reglamentos24. Su carácter 

vinculante emana de  la obligación general de garantía de los derechos humanos que tienen los 

Estados en virtud de los compromisos derivados de los tratados interamericanos de derechos humanos, 

en particular de la Convención Americana, y de la Carta de la OEA25 26. 
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 CIDH. Comunicado de Prensa 84/09. CIDH publica su nuevo reglamento. Washington D.C., 10 de diciembre 
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 Ver Presentación de la Secretaría Ejecutiva de la CIDH sobre el tema “Medidas Cautelares” (Reunión del 
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A través de este mecanismo, la Comisión ha venido dando cumplimiento a su mandato de 

“promover la observancia y la defensa de los derechos humanos” en los términos del artículo 106 de la 

Carta de la OEA y del artículo 41 de la CADH, y de asistir a los Estados a cumplir con su ineludible 

deber de protección –el cual es su obligación en toda instancia27. 

Dicha potestad se ha consolidado además a través de su práctica constante, que ha sido 

aceptada por los Estados de la región, como se deriva del mayor cumplimiento otorgado a las medidas 

en relación con los informes de fondo de la CIDH, así como de los mecanismos que han adoptado los 

propios Estados para su correcta implementación28.  

Asimismo, es interesante observar que la adopción de la Convención Interamericana sobre 

Desaparición Forzada de Personas se realiza sin que haya un cuestionamiento a la aplicabilidad o 

validez de las medidas cautelares que ya estaban previstas en el Reglamento de la CIDH vigente en 

aquella época29.   Por el contrario, dicha Convención posee una norma de atribución de competencia 

que remite de manera genérica al Reglamento de la CIDH mencionando expresamente también los 

dispositivos relativos a las medidas cautelares. De ahí puede derivarse otro acto de aceptación del 

instituto de las medidas cautelares por parte de los Estados miembros de la OEA30.  

Ha sido la propia CIDH quien de manera explícita a refirmado la obligatoriedad de las medidas 

cautelares en Resolución Nº 1/05 de fecha 8 de marzo de 2005, al sostener que: “1. Reafirmar la 

obligación internacional que tienen los Estados miembros de la OEA de cumplir de las medidas 

cautelares dictadas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos”.31   

En este derrotero, ha sido reiterada la jurisprudencia la Corte Constitucional de Colombia que 

ha sido enfática en señalar que las medidas cautelares ordenadas por la CIDH son de obligatorio 

cumplimiento para el Estado 32. 

En la sentencia T-558-0333 la Corte Constitucional al respecto, señaló con claridad que las 

medidas cautelares tienen mayor significado en el derecho internacional de los derechos humanos: “Es 
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cumplimiento de las funciones de promoción y defensa de los derechos humanos de la CIDH a que se refieren 
los artículos 106 de la Carta de la OEA,  41 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos  y 18 del 
Estatuto de la CIDH. Que la base jurídica de las medidas cautelares se encuentra en la obligación de los Estados 
de respetar y garantizar los derechos humanos a las personas bajo su jurisdicción, y que la  práctica 
generalizada de cumplirlas por parte de la gran mayoría de los Estados se fundamenta en el entendimiento 
existente respecto a la obligatoriedad de las mismas”.   Disponible en 
https://www.cidh.oas.org/resolucion1.05.htm  
27

 CIDH. Informe Anual 2011, Capítulo 3B, párr. 6. 
28

 Muchos Estados han aceptado implícitamente la competencia de la CIDH de emitir medidas, estableciendo 
procedimientos, creando órganos, dictando decisiones y creando leyes con la finalidad de implementar las 
decisiones sobre Medidas Cautelares que emite la CIDH. Algunos Estados, como Bolivia y México, celebran 
reuniones interinstitucionales sobre la implementación de las medidas de protección requeridas por los órganos 
del sistema interamericano. Así como Guatemala, Canadá,  Ecuador, El Salvador, Colombia, Honduras, y Perú. 
29

 Dicha Convención hace referencia expresa al mecanismo de medidas cautelares en su artículo XIII. 
30

 “Respuesta de CEJIL al Módulo de Consulta II de la CIDH: Medidas Cautelares”; disponible en: 
http://www.oas.org/es/cidh/consulta/docs/II.es.24.final_2012_10_consulta_cidh__medidas_cautelares.doc  
31

 Disponible en https://www.cidh.oas.org/resolucion1.05.htm 
32

 Para hacer operativas las medidas cautelares de la CIDH “… la “Ley de habeas corpus y amparo” de Perú (…) 
reconoce a sus habitantes el derecho a recurrir a la Comisión Interamericana a fin de buscar acciones de 
garantía en caso de amenaza a los derechos constitucionales (artículos 2 y 39)”; En: González Morales Felipe: 
“Sistema Interamericano de Derechos Humanos”; Editorial Tirant Lo Blanch; Valencia, España; año 2013, pág. 
160.-  



 
 

evidente que las providencias o medidas cautelares tienen mayor significado en el derecho internacional 

de los derechos humanos, pues en esta materia, más que en ninguna otra, es imprescindible evitar 

que durante la tramitación de un procedimiento ante los órganos tutelares, en particular los de 

carácter regional, se consumen de manera irreparable las violaciones de los derechos 

establecidos en los convenios internacionales respectivos, o se afecte a las personas que deben 

comparecer o han comparecido como testigos o peritos en estos procedimientos”. (Subrayado nuestro).   

Y, discurriendo acerca de la naturaleza jurídica de las medidas cautelares señala que:   “… se trata de 

un acto jurídico adoptado por un organismo internacional de protección de los derechos fundamentales 

mediante el cual se conmina al Estado demandado para que adopte, en el menor tiempo posible,  todas 

las medidas necesarias, de orden administrativo o judicial, a fin de que cese una amenaza que se 

cierne sobre un derecho humano determinado. La práctica de la CIDH en la materia muestra además 

que tales medidas, decretadas por un órgano de naturaleza cuasijurisdiccional, pueden ser adoptadas 

en el curso de un proceso que se adelante contra un Estado Parte o incluso sin que haya sido 

presentada aún la demanda, es decir, como una especie de medida cautelar previa”; misma referencia 

que permite sostener que las medidas cautelares adoptadas por la CIDH se incorporan de manera 

automática al ordenamiento jurídico interno, hacen parte del ordenamiento jurídico del Estado y, por 

tanto, son de obligatorio cumplimiento para todas las autoridades, de este modo, el Estado está 

obligado a tomar todas las medidas necesarias para que las medidas cautelares se hagan efectivas. 

Se señala que en tanto el Estado es Parte en el Pacto de San José de Costa Rica, “… la 

medida cautelar debe ser examinada de buena fe por las autoridades públicas internas. Además, por 

sus particulares características procesales y los fines que pretenden alcanzar, su fuerza vinculante en el 

derecho interno va aparejada del cumplimiento de los deberes constitucionales que están llamadas a 

cumplir las autoridades públicas colombianas, en los términos del artículo 2 Superior.   En otros 

términos, independientemente que con la medida cautelar se pretenda proteger alguno de los derechos 

humanos que aparecen recogidos en los instrumentos internacionales relacionados en el artículo 23 del 

Reglamento de la CIDH34,  que con el cumplimiento de las mismas el Estado colombiano esté 

ejecutando sus obligaciones internacionales, y por supuesto, al margen de la discusión sobre su 

carácter vinculante o no, la ejecución interna de las mismas se encamina simplemente a hacer efectivos 

los deberes de respeto y protección de los derechos fundamentales que tienen asignados, en virtud de 

la Constitución, las diversas autoridades públicas colombianas.    

Aunado a lo anterior, es necesario tomar en consideración que las medidas cautelares aluden 

no a situaciones generalizadas de violaciones de los derechos humanos en un Estado sino a casos 

concretos, particularizados, con beneficiarios determinados, que apuntan a salvaguardar los derechos a 

la vida e integridad personal de éstos, razón por la cual, no es de recibo el argumento de que el Estado 

destinatario de las medidas cautelares goce de absoluta liberalidad para cumplir o no lo decidido por la 
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CIDH, tanto menos y en cuanto el otorgamiento de aquéllas no constituye prejuzgamiento sobre el 

fondo de la cuestión”.  

La misma Corte, en fallo de tutela T-786-0335 , refuerza la obligatoriedad de las medidas 

cautelares de la CIDH en los siguientes términos: “Si las medidas cautelares están consagradas como 

una de las competencias de la Comisión Interamericana de las cuales puede hacer uso para la efectiva 

protección de los Derechos Humanos consagrados en la Convención, y son desarrollo de la 

Convención Americana de Derechos Humanos, al hacer esta última parte del bloque de 

Constitucionalidad sí tienen vinculatoriedad en el ordenamiento interno”. (destacado nuestro). 

En dicha sentencia la Corte Constitucional también señala que el incumplimiento o el desacato 

de las medidas cautelares otorgadas por la CIDH por parte de un Estado, implica un desconocimiento 

de la obligación internacional consagrada en los artículos 1º y 2º de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos. 

Añade además la Corte Constitucional que el Estado parte de la CADH que reconoce el 

derecho a presentar peticiones individuales (...) no puede negar que las órdenes que profiera la 

Comisión en el conocimiento de las mismas lo vinculan. Negarse a su cumplimiento sería desconocer la 

competencia de la Comisión y, por tanto, violar la Convención”. 

En el mismo fallo la Corte Constitucional también declara que el incumplimiento de las medidas 

cautelares por parte del Estado también implica la vulneración del derecho al debido proceso – tanto 

interno como internacional- que (...) incluye el cumplimiento de las medidas tomadas por las autoridades 

competentes de la efectiva protección de los derechos. 

Mediante sentencia T-327-0436 la Corte Constitucional dijo, respecto a las obligaciones 

internacionales asumidas libre y voluntariamente por el Estado colombiano, que la medida cautelar 

debe ser examinada de buena fe por las autoridades y su fuerza vinculante en el derecho interno va 

aparejada del cumplimiento de los deberes constitucionales que las autoridades públicas deben cumplir. 

En el año 2005 la Corte Constitucional a través del fallo de tutela T-524-0537 , reiteró que las 

medidas cautelares otorgadas por la CIDH tienen carácter vinculante y se incorporan de manera 

automática en el ordenamiento jurídico interno. 

En la sentencia de tutela T-367-1038 , la Corte Constitucional reitera el carácter vinculante de las 

medidas cautelares proferidas por la CIDH y su incorporación automática al ordenamiento jurídico 

colombiano, y además afirma que la acción de tutela es el mecanismo idóneo para mecanismo 

adecuado para conminar a las autoridades públicas para que cumplan lo dispuesto en ellas, cuando en 

un determinado asunto hubieren incumplido con sus deberes constitucionales. 

La Corte Constitucional en la sentencia de tutela T-585A-1139, reiteró que el incumplimiento a 

las medidas cautelares otorgadas por la CIDH, constituye una grave violación del derecho fundamental 

al debido proceso, que el Estado colombiano debe acatarlas en cumplimiento a sus obligaciones 
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internacionales y que la acción de tutela es el mecanismo idóneo para solicitar el acatamiento a las 

medidas cautelares. 

 

Finalmente, en pronunciamiento expedido en el fallo T-078-1340 de la Corte Constitucional, se 

reiteró que al desconocer las medidas cautelares otorgadas por la Comisión IDH, el Estado colombiano 

estaría poniendo en entredicho las obligaciones internacionales adquiridas, entre otras, en virtud de la 

CADH, señalando además que la jurisprudencia de esta corporación es sólida y consistente en señalar 

el carácter obligatorio de las medidas cautelares en el orden interno, y concluye, citando jurisprudencia 

anterior, que: “… no es de recibo el argumento de que el Estado destinatario de las medidas cautelares 

goce de absoluta liberalidad [o discrecionalidad] para cumplir o no lo decidido por la CIDH, tanto menos 

y en cuanto el otorgamiento de aquellas no constituye prejuzgamiento sobre el fondo de la cuestión.” 

 

En cuanto al modo de hacer exigible el cumplimiento de las medidas cautelares la Corte 

Constitucional señala: “… la debida ejecución de unas medidas cautelares decretadas por la CIDH, 

encaminadas a brindarle protección a unas víctimas o testigos de violaciones a los derechos humanos o 

al derecho internacional humanitario, puede ser demandada en sede de acción de tutela por cuanto 

existe una coincidencia entre los derechos fundamentales protegidos y la amenaza de peligro en 

la que se encuentran…” (Sentencia T-558-03 la Corte Constitucional). 

 

Así las cosas, y conforme lo relacionado es posible afirmar que: 

- Si el Estado ha aceptado libre y voluntariamente ser parte de la CADH, se ha 

obligado a lo dispuesto en la misma y ha aceptado la competencia de la CIDH. 

- Es una obligación del Estado proteger y garantizar los derechos reconocidos en 

la CADH, y debe acatar lo ordenado por la CIDH de acuerdo a las competencias de este 

organismo, para garantizar los derechos establecidos en la Convención Americana.  

- La Convención Americana hace parte del bloque de constitucionalidad, por 

ende, el Estado debe cumplir con las obligaciones internacionales sobre derechos humanos 

dispuestas en la misma, y debe acatar las decisiones de los organismos que hacen parte del 

Sistema Interamericano, en este caso, las medidas cautelares otorgadas por la Comisión IDH.  

- Las medidas cautelares otorgadas por la CIDH son de obligatorio cumplimiento, 

el Estado debe disponer de todos los medios para hacerlas efectivas, su incumplimiento genera 

responsabilidad internacional del Estado, y es posible acudir al mecanismo de acción de tutela 

para su cumplimiento. 

 

II.5.- Acerca de la ilegalidad y/o arbitrariedad de la actuación de la recurrida: 
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Las acciones reprochadas del recurrido se ejecutan en pleno conocimiento de la existencia de 

la Medida Cautelar N° 46/14 de la Comisión IDH de la que son beneficiarios/as los/as amparados/as de 

ésta acción tutelar, y ello ocurre mientras el Estado de Chile a través de la Cancillería, el Ministerio del 

Interior y representantes de Carabineros sostiene un diálogo formal con la Lonko Juana Calfunao 

Paillalef, su familia y apoderado relativa al modo de implementación y cumplimiento de la Medida 

Cautelar referida, en que destaca como preponderante la obligación del Estado de adoptar las medidas 

necesarias para preservar la vida y la integridad personal de los beneficiarios.     

En cumplimiento y al alero de la decisión del recurrido, la amparada Juana Calfunao Paillalef, es 

detenida y en el contexto de su detención, la amparada resultó con pérdida de cabello (mechones de 

pelo apreciados por el funcionario público del INDH Marcos Rabanal), adolorida, con inflamación en su 

pómulo derecho, piernas con rasguños en las piernas (presenciado por la funcionaria púbica del INDH 

Soledad Molinet), todas cuestiones cuya ocurrencia no es justificable respecto de ninguna persona, y 

tampoco respecto de la amparada en que existe una obligación internacional del Estado de proteger y 

garantizar su integridad personal que ha sido vulnerada en esta y en ocasiones anteriores, y existen 

poderosas razones para afirmar que ello pudiera repetirse, como los hechos lo han demostrado, y 

porque el funcionario a cargo del procedimiento, no obstante manifestar tener conocimiento de la 

medida cautelar, con sus instrucciones y modo de dirigir la operación dio cuenta de su total indiferencia 

y falta de consideración al mandato de la misma. 

Qué decir del amparado Waikilaf Cadin, en que en cumplimiento y al alero de la decisión del 

recurrido se ejecutaron acciones del modo opuesto al mandato de protección y garantía de su derecho 

a la integridad personal, privilegiando el uso de la fuerza sobre la base de la flagrancia de un delito 

inexistente, por sobre la atención de salud del amparado para conservar su integridad y disminuir su 

dolor, acción que no puede ser explicada sino como castigo a la protesta que llevó adelante.     

De este modo, el actuar del recurrido es ilegal en tanto se contrapone en su génesis y ejecución 

a la Medida Cautelar  46/14 de la Comisión IDH ya que no cumple con el propósito de preservar, en 

particular, la integridad personal de los beneficiarios / amparados.   La MC 46/14 fue dictada en el 

ámbito de las competencias de la Comisión Interamericana de las cuales puede hacer uso para la 

efectiva protección de los Derechos Humanos consagrados en la Convención, y es desarrollo de la 

Convención Americana de Derechos Humanos, y, esta última hace parte del bloque de 

Constitucionalidad, por lo que tiene vinculatoriedad en el ordenamiento interno, ello, teniendo presente 

además que el artículo 5° núm. 2° de la Carta Fundamental cofiere rango constitucional a los tratados 

que garantizan el respeto de los derechos humanos, concediéndoles una jerarquía mayor que a los 

demás instrumentos internacionales, en cuanto regulan los derechos esenciales que emanan de la 

naturaleza humana.   

La actuación del recurrido es también arbitraria, contraria a razón, en tanto no resulta explicable 

cómo un funcionario del Estado, a sabiendas de la existencia de una Medida Cautelar vigente de la 

Comisión IDH, conociendo de las consecuencias que en ocasiones pretéritas han devenido a partir de 

la actuación de la fuerza pública a través del mismo mecanismo formal, siendo a su vez parte del 



 
 

Estado que dialoga formalmente en cuanto al modo en que ha de plasmarse la protección a la 

integridad personal de los beneficiarios, y que se encuentra obligado a no incurrir en actos similares a 

los que motivaron la medida cautelar tantas veces referida, de todos modos decida y ponga en ejercicio 

del poder coercitivo del Estado sin un análisis de mérito en los hechos, particularmente si se encontraba 

presente a lo menos en la detención del amparado Waikilaf Cadin, (tanto que fue él quien le informó 

personalmente el supuesto motivo de la detención que termino no ser tal), el vio al amparado sentado 

en el suelo descalzo con la pierna izquierda sangrante, apreció que no existía ningún peligro de fuga, 

que básicamente se trataba de un herido indefenso, y en lugar de disponer la atención del personal de 

salud que se encontraba a no mas de 20 metros, decide usar la fuerza, castigar; y con todo ello, de 

pasada ignora la participación del órgano que ha conducido el diálogo con los amparados, la 

Cancillería, el Ministerio del Interior, Carabineros y por cierto, a los/as propios/as beneficiarios/as de la 

Medida Cautelar que conforme el tenor de la misma deben concordar las medidas con el Estado 

tendientes a preservar sus vidas e integridad personal.      

 

II.6.- La actuación del recurrido constituye una perturbación o amenaza del derecho a la libertad 

personal y seguridad individual 

 

La Constitución Política de la República establece en al artículo 19 N° 7 el derecho a la libertad 

personal y a la seguridad individual. Asimismo, este mismo derecho se encuentra consagrado en el 

artículo 7 de la Convención Interamericana de Derecho Humanos, la cual dispone “toda persona tiene 

derecho a la libertad y seguridad personales”.  

Para la Convención Americana la libertad personal en sentido amplio sería la capacidad de 

hacer y no hacer todo lo que esté lícitamente permitido. En otras palabras, constituye el derecho de 

toda persona de organizar, con arreglo a la ley, su vida individual y social conforme a sus propias 

opciones y convicciones. Por su parte, la seguridad se configura en la ausencia de perturbaciones que 

restrinjan o limiten la libertad más allá de lo razonable.  

En el mismo orden de ideas, la seguridad también puede entenderse como la protección contra 

toda interferencia ilegal o arbitraria de la libertad física. En este sentido, destaca la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos que en relación al actuar de las fuerzas policiales en el espacio público “la Corte 

observa que un incorrecto actuar de esos agentes estatales en su interacción con las personas a 

quienes deben proteger, representa una de las principales amenaza al derecho a libertad personal, el 

cual, cuando es vulnerado, genera un riesgo de que se produzca la vulneración de otros derechos, 

como la integridad personal y, en algunos casos, la vida”41. 

En los hechos que motivan la presente acción de amparo, se conjugan una serie de 

irregularidades que dan cuenta de un actuar alejado de la Constitución y los Tratados Internacionales 

sobre derechos humanos, invocación de facultades legales en un contexto en que ellas no son 

admisibles, o bien se les ha dado una falsa aplicación, falta de consideración a las eventuales 

                                                           
41 CORTE IDH, Caso Torres Millacura y otras Vs. Argentina. Sentencia de 26 de agosto de 2011. 



 
 

consecuencias nocivas en la integridad personal de los/as amparados/as incumpliendo la Medida 

Cautelar N° 46/14 de la CIDH, todo lo que no puede sino ser interpretado como una clara interferencia 

ilegitima al libre y pleno ejercicio de la integridad personal, exponiendo y aumentando 

considerablemente el riesgo a que se realicen conjuntamente la vulneración y conculcación de otros 

derechos igualmente importantes.    

En relación a ello, el artículo 18 del Convenio 169 antes citado señala expresamente que: “La 

Ley deberá prever sanciones apropiadas contra toda intrusión no autorizada en las tierras de los 

pueblos interesados o todo uso no autorizado de las mismas por personas ajenas a ellos, y los 

gobiernos deberán tomar medidas para impedir tales infracciones”.  Esta norma resulta  acorde  a lo 

señalado en el art 21 inciso final de nuestra Carta Fundamental que dispone la posibilidad de accionar 

de amparo señalando: “El mismo recurso, y en igual forma, podrá ser deducido a favor de toda persona 

que ilegalmente sufra cualquiera otra privación, perturbación o amenaza en su derecho a la libertad 

personal y seguridad individual. La respectiva magistratura dictará en tal caso las medidas indicadas en 

los incisos anteriores que estime conducentes para  restablecer el imperio del derecho y asegurar la 

debida protección del afectado”.   

Las actuaciones reprochadas se ven agravadas y además se constituyen en un potencial 

amenaza a la integridad personal de las/os amparados/as si se considera que la recurrida no dio 

importancia alguna a la existencia de la medida cautelar en comento, y, a sabiendas priorizó acciones 

de carácter punitivo por sobre aquéllas que tiendan a evitar la afectación de la integridad personal de 

los amparados.   En consecuencia, si ésa es la base en la que se posiciona el recurrido, resulta 

previsible que la medida cautelar N° 46/14 de la CIDH sea nuevamente vulnerada, y en concreto, la 

integridad personal de los amparados/as conculcada, toda vez que las condiciones fácticas en que se 

propician dichas vulneraciones no han cambiado ni el proceso formal de diálogo con el Estado ha 

concluido con un resultado concordado que medianamente corrija o minimice los factores de conflicto.          

 

Es dable señalar que tratándose de miembros de una comunidad mapuche, no sólo se ven 

afectados los derechos anteriormente mencionados, que son comunes a todas las personas humanas, 

sino que además ciertos derechos especiales, desde que el corpus iuris internacional les reconoce la 

condición de sujetos especiales a los cuales se les ha reforzado con mayor razón derechos específicos. 

Ahora bien, en el caso de marras, por pertenecer a uno de los Pueblos Indígenas a los cuales se les 

aplica el Convenio 169 de la OIT, se impone el deber de abstención, por parte de toda persona, de no 

emplear ninguna forma de fuerza  de coerción que viole los derechos humanos y las libertades 

fundamentales de los pueblos indígenas, de acuerdo a lo prescrito en el artículo 3.2 de esta normativa 

internacional.        

 

En la especie, además, respecto de los amparados, en consideración a su cultura, los hechos 

denunciados no sólo generan consecuencias nocivas individuales, sino también colectivas, a sus 

familias y su lof: “En qué consiste ese estar bien o estar mal, kümelkalen o weza felen.   Consiste en 



 
 

que el individuo como tal esté en equilibrio consigo mismo y además lo esté para con sus pares, su 

familia, sus seres mas cercanos y queridos.   También debe estar en equilibrio con su lof, su entorno 

social, cultural, político, ambiental, territorial, religioso y cósmico.   El hecho de que algo o alguien en su 

comunidad esté en condiciones no deseable, afecta a la persona”42.   Los hechos denunciados 

provocan en los amparados Kuxanelgey, que “… es cuando terceros están involucrados en concretar la 

enfermedad en la persona, algún elemento o algo hace que la persona se enferme.   Esto puede ser la 

mala relación con el entorno, la invasión de espacios determinados por parte de las personas”43; pues 

asisten con su experiencia vital a un proceso en que el equilibrio individual y colectivo se ve 

quebrantado a raíz del uso desproporcionado de la fuerza por parte de un tercero. 

Particularmente respecto de la amparada Lonko Juana Calfunao Paillalef, la pérdida de pelo a 

raíz de la acción violenta de los funcionarios conducidos por el recurrido, importa una grave 

transgresión que tiene que ver con el temor a transgredir las costumbres y normas culturales expresada 

en el Az Mapu (corpus de normas que rigen la naturaleza y las relaciones con ella) y Az Mogen, ( forma 

de vida) enseñadas por los antepasados, porque afectaría principalmente al bienestar de la corporalidad 

y por consiguiente a la espiritualidad (enfermedades) de la detenido o imputada, la de su familia, y la 

integridad sociocultural del Pueblo Mapuche.   Estas normas, lógicas y creencias se sustentan sobre la 

concepción de persona desde la visión mapuche, encarnado por el che y el püllü, (espíritu o alma) 

enfatizando sobre la necesidad de mantener su integridad y unicidad, para no sufrir al momento 

de transitar por la muerte.  El “alma” tiene que llevar a todas sus partes, ya que la muerte es 

concebido como un ciclo que es vivida del mismo modo que la vida antes de la muerte, con las misma 

necesidades vitales, y que los “desechos” no es concebido como tal sino mas bien siguen formando 

parte de la persona y que se restituyen al momento de la muerte.44     

 

II.7.- La sentencia de la Corte de Apelaciones de Temuco que fija parámetros de la actuación de 

los funcionarios del Estado en relación con la MC 46/14; Amparo causa Rol 27-2016, confirmada 

por la Corte Suprema causa Rol N° 166-2017:    

 Pero la cuestiones que se vienen presentando, la vulneración de los derechos de los 

amparados relativas a la integridad personal de los amparados en relación con la medida cautelar de 

que son beneficiarios tiene un antecedente jurisprudencial muy reciente de la lltma. Corte de 

Apelaciones de Temuco en un recurso presentado en contra de la Gobernación de Cautín a raíz de una 

autorización que en definitiva importó afectación en la integridad personal de los amparados, igual que 

en el caso que ahora se presenta.  En los considerando destacados y pertinentes a este recurso la 

Corte señaló:    

                                                           
42 Quidel Lincoleo, José: “Cosmovisión Mapuche y Etiología Mapuche de la Salud”;  en “Salud Colectiva y Medio Ambiente”; Mario Castro 
Venegas (Compilador); Gobierno de Chile, Ministerio de Salud; Unidad de Salud con Población Mapuche; Pewu 2003; página 31. 
43 Quidel Lincoleo, José; ob cit. Idem. 
44

 Fabien Le Bonniec;  “Peritaje sociocultural; Noción del cuerpo humano y su tratamiento de la cultura mapuche relacionado con la 

solicitud de muestra de sangre para obtención de ADN al señor José Santiago Huenuche Reimán y su oposición a la misma”. 



 
 

“CUARTO: Que de lo reseñado precedentemente se concluye que, si bien es cierto la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos al disponer la medida cautelar respecto de loa amparados, no 

preciso cuales serías las medidas de protección a ejecutar por parte del Estado de Chile, lo cierto es 

que establece un deber de omisión, consiste en evitar la repetición de los hechos alegados por los 

beneficiarios de la medida cautelar”. 

Y ¿que ha hecho el recurrido a través de las acciones u omisiones que se le reprochan en este 

recurso?, precisamente repetir los hechos que los beneficiarios – amparados alegaron ante la CIDH, 

incumpliendo con el deber de omisión, razón por la que el presente recurso debe ser acogido como 

también lo fue el citado.  

 

III. MEDIDAS SOLICITADAS POR EL INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS 

EN EL PRESENTE RECURSO DE AMPARO 

III.1. En cuanto a la eficacia de las medidas que permitan avanzar en la no repetición de estos 

hechos 

A juicio de esta parte recurrente existe una necesidad imperiosa que la presente acción sea un 

recurso efectivo para asegurar el pleno goce de derechos de los afectados, y en la especie, aquéllos 

que se encuentran amenazados de conformidad a la MC 46/14 de la CIDH, concordando en ello con la 

doctrina que emana de Corte Constitucional Colombiana en cuanto a que “… la debida ejecución de 

unas medidas cautelares decretadas por la CIDH, encaminadas a brindarle protección a unas víctimas o 

testigos de violaciones a los derechos humanos o al derecho internacional humanitario, puede ser 

demandada en sede de acción de tutela por cuanto existe una coincidencia entre los derechos 

fundamentales protegidos y la amenaza de peligro en la que se encuentran…” (Sentencia T-558-

03 la Corte Constitucional); lo que permite afirmar entonces que la acción de amparo intentada es apta 

para la tutela de los derechos amenazados. 

Teniendo presente los hechos que constan en el recurso y la vulneración de derechos de los 

amparados, tanto en este caso como en los que preceden y que se encuentran contenidos en las 

consideraciones de la MC 46/14 de la CIDH, es que consideramos que existe una amenaza real de que 

estas acciones se repitan y perturben el pleno respeto a la integridad personal de los amparados/as, 

afectando su integridad física y síquica. 

Cuando una institución del Estado se aparta de la estricta observancia de los derechos 

humanos; será siempre el Poder Judicial el primer garante de los derechos de las personas, teniendo 

como deber el actuar eficazmente para remediar la violación, reparar a las víctimas y decretar medidas 

de protección para la no ocurrencia de nuevas vulneraciones. 



 
 

La forma en que los(as) ciudadanos(as) pueden accionar los mecanismos de protección, es 

típicamente a través de las acciones judiciales disponibles. Sin embargo, cuando existe privación, 

perturbación o amenaza de derechos fundamentales están disponibles las acciones constitucionales 

reguladas en los artículos 20 y 21 de la Constitución Política de la República de Chile. 

La naturaleza y objetivos de dichas acciones constitucionales, de capital importancia en una 

sociedad democrática, se reflejan principalmente en una prescripción de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos, el artículo 25.1, que establece lo siguiente: 

“25.1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso 

efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos 

fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal 

violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales”. 

La Corte IDH sobre este artículo ha sostenido que “(…) es una disposición de carácter general 

que recoge la institución procesal del amparo, entendido como el procedimiento judicial sencillo y breve 

que tiene por objeto la tutela de todos los derechos reconocidos por las constituciones y leyes de los 

Estados Partes y por la Convención”45 y que, por otra parte, “el artículo 25.1 incorpora el principio, 

reconocido en el derecho internacional de los derechos humanos, de la efectividad de los instrumentos 

o medios procesales destinados a garantizar tales derechos (…) la inexistencia de un recurso efectivo 

contra las violaciones a los derechos reconocidos por la Convención constituye una transgresión de la 

misma por el Estado Parte en el cual semejante situación tenga lugar.”46 Dicha garantía “constituye uno 

de los pilares básicos, no sólo de la Convención Americana, sino del propio Estado de Derecho en una 

sociedad democrática en el sentido de la Convención”47. 

Los Estados y especialmente la práctica del Poder Judicial en el tratamiento de los recursos, 

deben dotar a los recursos que cautelan derechos humanos (como la acción en cuestión) de ciertos 

requisitos imprescindibles de acuerdo a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, norma de 

rango constitucional en base al artículo 5 inciso segundo de nuestra Carta Fundamental. 

Así, el recurso debe ser sencillo, rápido y, sobre todo, eficaz48. Si bien el texto normativo 

explicita los dos primeros requisitos, el tercero (efectividad) es un elemento igualmente presente en la 

jurisprudencia uniforme de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte IDH49.  

                                                           
45 Corte IDH. El Hábeas Corpus Bajo Suspensión de Garantías (arts. 27.2, 25.1 y 7.6 Convención Americana sobre Derechos Humanos). 
Opinión Consultiva OC-8/87 del 30 de enero de 1987. Serie A No. 8. Párr. 32. 
46 Corte IDH. Garantías Judiciales en Estados de Emergencia (arts. 27.2, 25 y 8 Convención Americana sobre Derechos Humanos). 
Opinión Consultiva OC-9/87 del 6 de octubre de 1987. Serie A No. 9. Párr. 24. 
47 Cfr. Caso Cantoral Benavides, supra nota 56, párr. 163; Caso Durand y Ugarte, supra nota 56, párr 101; Caso Villagrán Morales 
y otros (Caso de los “Niños de la Calle”), supra nota 52, párr. 234; Caso Cesti Hurtado, supra nota 118, párr. 121; Caso Castillo Petruzzi y 
otros, supra nota 50, párr. 184; Caso Paniagua Morales y otros, supra nota 50, párr. 164; Caso Blake, supra nota 52, párr. 102; Caso 
Suárez Rosero, supra nota 53, párr. 65 y Caso Castillo Páez, supra nota 52, párr. 82. 
48 Cfr. MEDINA, Cecilia. Convención Americana: Teoría y Jurisprudencia. 2003. Pag. 370 y ss. 
49 Ver, por ejemplo, Corte IDH. Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo. Sentencia de 12 de noviembre de 1997. Serie C No. 35. Párr. 
66. 



 
 

El requisito de efectividad, ha de entenderse como un recurso “capaz de producir el resultado 

para el que ha sido concebido”50. Además, dicho recurso “no basta con que esté previsto por la 

Constitución o la ley o con que sea formalmente admisible, sino que se requiere que sea realmente 

idóneo para establecer si se ha incurrido en una violación a los derechos humanos y proveer lo 

necesario para remediarla”51. A mayor abundamiento, en palabras de la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos “(un) recurso judicial sería abiertamente ineficaz, pues al no permitir el 

reconocimiento de la violación de derechos, en caso de que ésta se haya comprobado, no sería apto 

para amparar al individuo en su derecho afectado ni para proveerle una reparación adecuada”52. 

A su turno, en relación al acceso a la justicia de los pueblos originarios, la Declaración Universal 

de los Derechos de los Pueblos Indígenas señala: “Los pueblos indígenas tienen derecho a 

procedimientos equitativos y justos para el arreglo de conflictos y controversias con los Estados u otras 

partes, y a una pronta decisión sobre esas controversias, así como a una reparación efectiva de toda 

lesión de sus derechos individuales y colectivos. En esas decisiones se tendrán debidamente en 

consideración las costumbres, las tradiciones, las normas y los sistemas jurídicos de los pueblos 

indígenas interesados y las normas internacionales de derechos humanos” 53. 

Por todo lo anterior, la declaración de que se violaron derechos por una conducta ilegal y/o 

arbitraria es una obligación explícita y directa para que un recurso sea efectivo. La efectividad de 

un recurso además,  depende que pueda producir el resultado para el que ha sido concebido, entre 

otros factores. 

Por su parte, en relación al derecho al Recurso Judicial efectivo, la Corte IDH ha sostenido que 

“la salvaguarda de la persona frente al ejercicio arbitrario del poder público es el objetivo primordial de 

la protección internacional de los derechos humanos. En este sentido, la inexistencia de recursos 

internos efectivos coloca a la víctima en estado de indefensión.  El artículo 25.1 de la Convención ha 

establecido, en términos amplios,  la obligación a cargo de los Estados de ofrecer, a todas las personas 

sometidas a su jurisdicción, un recurso judicial efectivo contra actos violatorios de sus derechos 

fundamentales. Dispone, además, que la garantía allí consagrada se aplica no sólo respecto de los 

derechos contenidos  en la Convención, sino también de aquéllos que estén reconocidos por la 

Constitución o por la ley54. 

En la misma línea, también la Corte IDH ha defendido que “para que el Estado cumpla con lo 

dispuesto en el citado artículo no basta con que los recursos existan formalmente, sino que los mismos 

                                                           
50 Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4. Párr. 66. 
51 Corte IDH. Garantías Judiciales en Estados de Emergencia (arts. 27.2, 25 y 8 Convención Americana sobre Derechos Humanos). 
Opinión Consultiva OC-9/87 del 6 de octubre de 1987. Serie A No. 9. Párr. 24. 
52 CIDH. Caso Carranza Vs. Argentina. INFORME Nº 30/97 (1997) Párr. 74.  
53

 Artículo 40 de la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. Disponible en la página electrónica: 

http://www.un.org/esa/socdev/unpfii/documents/DRIPS_es.pdf 
54 Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de enero de 2001. Serie C No. 71. 



 
 

deben tener efectividad55, es decir, debe brindarse a la persona la posibilidad real de interponer un 

recurso que sea sencillo y rápido, en los términos del artículo 25 de la Convención. (…)56. 

 

 

III.2. Medidas que se solicitan para avanzar en la no repetición de estos hechos 

El Recurso de Amparo es principalmente una acción de naturaleza cautelar dirigida al 

restablecimiento de los derechos a la libertad personal y a la seguridad individual vulnerados que se 

encuentran garantizados por el artículo 21 del texto constitucional, a fin de procurar el cese a la 

perturbación, privación y amenaza de los derechos conculcados.  

 

El único límite del juez está en su sujeción a las finalidades de esta acción procesal que 

consiste en restablecer el imperio del derecho y asegurar a las personas agraviadas la protección 

debida. El tribunal puede adoptar todas y cualesquiera clase de medidas tendientes a estos objetivos, 

aunque no aparezcan establecidas en ningún código ni hayan sido solicitadas por el recurrente. 

 

En este caso en particular, se considera por el INDH que se cumplen los requisitos para que 

sea acogido el Recurso de Amparo, esto es: a) El recurrido incumple una medida cautelar de la CIDH 

obligatoria orientada a la protección de la vida e integridad personal de los/as amparados/as; b) El 

recurrido en su quehacer y decisiones omite la consdieración de la medida cautelar protectora de 

derechos humanos de los/as amparados/as; c) El recurrido conociendo las consecuencias en la 

integridad personal que se han producido en el mismo contexto de oposición de los/as beneficarios/as 

de la medida cautelar, naturaliza el hecho, aumentando el riesgo de repetición, haciendo eco 

únicamente de la criminalización de las acciones de protesta y/o oposición; d) Los actos son ilegales y/o 

arbitrarios; f) Son actos que producen una perturbación o amenza al legítimo ejercicio de los derechos a 

la libertad personal y a la seguridad individual consagrados en el artículo 19 N° 7 del texto constitucional 

y cautelados por la acción de amparo del 21 de la Constitución Política; y g) Existe una relación de 

causa a efecto entre las acciones ilegales y/o arbitrarias de la recurrida y el agravio constituido por la 

perturbación y amenaza a los derechos fundamentales mencionados en esta acción constitucional, en 

forma que dichos agravios, puede considerarse como la consecuencia o resultado de aquel 

comportamiento antijuridico. 

 

Por lo anterior y ante una privación, perturbación y amenaza clara de los derechos 

constitucionales señalados anteriormente, el INDH considera que la Corte debe declarar la 

ilegalidad y arbitrariedad de los actos denunciados, disponer que el recurrido en el ejercicio de sus 

funciones de cumplimiento a la Medida Cautelar N° 46/14 de la CIDH, de conformidad a la Constitución 

                                                           
55 Cfr. Caso Bámaca Velásquez, supra nota 4, párr. 191; Caso Cesti Hurtado. Sentencia de 29 de septiembre de 1999. Serie C No. 56, 
párr. 125; y Caso Paniagua y otros, supra nota 46, párr. 164.  
56 Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de enero de 2001. Serie C No. 71. 



 
 

y los tratados internacionales de derechos humanos vigente en Chile, el Convenio 169 de la OIT y la 

Declaración de Naciones Unidas sobre Derechos de los Puebos Indígenas, y, adoptar toda otra medida 

tendiente a restablecer el imperio del derecho y asegurar la tutela de las personas vulneradas.  

 

POR TANTO, 

De acuerdo a lo dispuesto por el artículo 21 de la Constitución Política de la República y el Auto 

Acordado de la Excma. Corte Suprema sobre tramitación del Recurso de Amparo, más las normas 

constitucionales, de tratados internacionales de derechos humanos y legales ya citadas; 

PIDO A. U.S. ILTMA, se sirva acoger a tramitación la acción de amparo constitucional en contra de la 

GOBERNACIÓN PROVINCIAL DE CAUTÍN, representada por el Gobernador Suplente don Mario 

González Rebolledo, ya individualizado; y previo informe de rigor, se acoja la presente acción 

constitucional de amparo, se declare la vulneración de los derechos constitucionales consignados en el 

numeral 7 del artículo 19 de la Constitución Política y, en particular, se resuelva lo siguiente: 

 

a) Se declare la ilegalidad y/o arbitrariedad de las acciones y/o omisiones del recurrido descritas 

en el cuerpo del escrito respecto de la amparada Lonko Juana Calfunao Paillalef, de fecha 28 

de enero de 2017.   

b) Se declare la ilegalidad y/o arbitrariedad de las acciones y/o omisiones del recurrido descritas 

en el cuerpo del escrito respecto del amparad Waikilaf Cadin Calfunao, de fecha 28 de enero de 

2017.  

c) Se declare la ilegalidad y/o arbitrariedad de las acciones y/o omisiones del recurrido descritas 

en el cuerpo del escrito respecto del aamparado A. K. C. C., de 3 años de edad., de fecha 28 

de enero de 2017. 

d) Se declaren infringidos los derechos constitucionales a la libertad personal y a la seguridad 

individual, consagrados en el artículo 19 N° 7 de la Constitución Política de la República. 

e) Que, como consecuencia de lo anterior, se adopte todo tipo de medidas dirigidas a restablecer 

el imperio del Derecho y asegurar la tutela de todos los derechos fundamentales violados, 

precaviendo que los actos arbitrarios y/o ilegales descritos con antelación no se repitan.  

f) Se remitan a la IX Zona Araucanía de Carabineros de Chile los antecedentes a fin de que se 

instruyan el o los sumarios administrativos que correspondan. 

 

PRIMER OTROSÍ: Solicito a S.S.I. tener por acompañados: 

1. Copia simple de la Sesión Constitutiva del Consejo del Instituto Nacional de Derechos 

Humanos, que con fecha 30 de julio de 2010, tuvo por objeto constituir formalmente al Consejo del 

INDH. 

2.  Copia simple de reducción a escritura pública de fecha 06 de septiembre de 2016 de la Sesión 

del Consejo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, que con fecha 01 de agosto de 2016, en la 

que se nombró como Director a don Branislav Marelic Rokov. 



 
 

3. Copia simple de mandato judicial para comparecer por el Director Nacional del INDH. 

4.  Copia de Medida Cautelar MC 46/14 de la CIDH y su ampliación. 

 

SEGUNDO OTROSÍ: Sírvase S.S.I. disponer las siguientes medidas a objeto de acreditar los hechos 

denunciados: 

1.- Informe del Hospital de Regional de Temuco respecto de la atención de salud practicada al amparado 

Waikilaf Cadin Calfunao. 

2.- Informe del Hospital de Cunco respecto de la atención de salud realizada al amparado Waikilaf Cadin 

Calfunao.   

 

TERCER OTROSÍ: Solicito a S.S. ILTMA., tener presente que el artículo 2º de la Ley N° 20.405, que 

crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos, dispone que “El Instituto tiene por objeto la promoción 

y protección de los derechos humanos de las personas que habiten en el territorio de Chile, establecidos 

en las normas constitucionales y legales; en los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile 

y que se encuentran vigentes, así como los emanados de los principios generales del derecho, 

reconocidos por la comunidad internacional”. Para cumplir con este objetivo, el INDH tendrá, entre otras 

facultades, las siguientes señaladas en el artículo 3° de la ley: 

- Comunicar al Gobierno y a los distintos órganos del Estado que estime convenientes, su opinión 

respecto de las situaciones relativas a los derechos humanos que ocurran en cualquier parte del país; y, 

- Promover que las prácticas nacionales se armonicen con los tratados internacionales de derechos 

humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, a fin que su aplicación sea efectiva; 

- Asimismo según lo estipulado en el Artículo 3° N° 5.- Le corresponderá especialmente al Instituto: 

Deducir acciones legales ante los tribunales de justicia, en el ámbito de su competencia. En ejercicio de 

esta atribución, además de deducir querella respecto de hechos que revistan carácter de crímenes de 

genocidio, de lesa humanidad o de guerra, tortura, desaparición forzada de personas, tráfico ilícito de 

migrantes o trata de personas, podrá deducir los recursos de protección y amparo consagrados 

respectivamente en los artículos 20 y 21 de la Constitución, en el ámbito de su competencia. 

Por lo tanto, la legitimación activa para comparecer en calidad de interviniente, está dada por 

la ley 20.405 que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos que tiene por objeto la promoción y 

protección de los Derechos Humanos, y que en su artículo 3 N° 5 la faculta para interponer recursos de 

amparo en el ámbito de su competencia. 

 

CUARTO  OTROSÍ: Sírvase S.S.I. tener presente que mi parte propone que todas las resoluciones 

judiciales, actuaciones y diligencias le sean notificadas vía correo electrónico a las casillas de correo 

electrónico de: mrabanal@indh.cl, faguirre@indh.cl, privera@indh.cl, por ser ésta suficientemente eficaz 

y no causar indefensión. 

 

 

 



 
 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


